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Preguntas 

 

 

1. ¿Su país ratificó los siguientes instrumentos internacionales?  

 

Año  Titulo  Descripción  Fecha de 

Ratificación  

1989  Convenio 169 

de la OIT 

Sucesor del 

Convenio 107.  

Constituye un instrumento jurídico 

internacional actualizado y más 

exhaustivo que define los derechos 

de los pueblos indígenas y los 

principios a los que los Estados, 

organizaciones multilaterales y 

otros agentes deberían atenerse.  

15 de Mayo de 1998 

2001  Declaración 

Universal sobre 

la Diversidad 

Cultural 

(UNESCO)  

Afirma que el respeto de la 

diversidad de las culturas, la 

tolerancia, el diálogo y la 

cooperación, en un clima de 

confianza y de entendimiento 

mutuos, son uno de los mejores 

garantes de la paz y la seguridad 

internacionales, aspira a “una 

mayor solidaridad fundada en el 

reconocimiento de la diversidad 

cultural, en la conciencia de la 

unidad del género humano y en el 

desarrollo de los intercambios 

interculturales”  

No se tiene 

información.  

2005  Convención 

sobre la 

Protección y 

Promoción de la 

Diversidad de 

las Expresiones 

Culturales.  

La Convención reconoce los 

derechos de los Estados a tomar 

medidas para proteger y promover 

la diversidad de las expresiones 

culturales, e imponen obligaciones 

tanto a nivel nacional e 

internacional.  

Reafirmar el derecho de los 

Estados a adoptar políticas 

culturales al tiempo que garantiza 

la libre circulación de ideas y 

obras.  

Con fecha 8 de 

Noviembre de 2016, 

Ecuador se adhirió a 

esta Convención.  

No obstante, hasta la 

actualidad no hay 

ratificación de éste 

Instrumento 

Internacional. 

Reconocer la naturaleza distinta de 

los bienes y servicios culturales 

como vehículos de valores, 

identidad y significado.  

Busca crear las condiciones para 
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que las culturas puedan prosperar e 

interactuar libremente de forma 

mutuamente beneficiosa.  

Asegurar que la sociedad civil 

desempeñe un papel importante en 

su aplicación.  

2007  Declaración de 

las Naciones 

Unidas sobre 

los derechos de 

los pueblos 

indígenas  

Tras 20 años de negociación, la 

Declaración estableció una norma 

esencial para eliminar las 

violaciones de derechos humanos 

cometidas contra los pueblos 

indígenas en todo el mundo, para 

combatir la discriminación y la 

marginación, y para defender la 

protección de medios de 

subsistencia indígenas. La 

Declaración hace hincapié en los 

derechos de los pueblos indígenas 

a perseguir el desarrollo de 

acuerdo con sus propias 

necesidades y aspiraciones, 

incluyendo el derecho a conservar 

y reforzar sus propias 

instituciones, culturas y 

tradiciones.  

Adoptada el 13 de 

Septiembre de 2007. 

   

1. ¿Podría mencionar alguna medida concreta implementada en su país para dar 

cumplimiento a estas normas y que pueda ser compartida como una buena 

práctica en la materia? 

 

La Defensoría del Pueblo de Ecuador, como Institución Nacional de Derechos ha generado 

acciones para promover y tutelar el ejercicio de derechos colectivos de pueblos y 

nacionalidades indígenas. 

En el año 2012, el Estatuto Orgánico por Procesos de la Defensoría del Pueblo
1
 determina 

que su misión es promover, divulgar y proteger los derechos de las personas, comunidades, 

pueblos, nacionalidades y colectivos que habitan en el país, de las ecuatorianas y 

ecuatorianos en el exterior, y los Derechos de la Naturaleza (también reconocidos en la 

Constitución de 2008). Esa misma norma, creó la Dirección Nacional de Derechos 

                                                           
1
 Norma interna que reforma la estructura de la Defensoría del Pueblo. 
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Colectivos, Naturaleza y Ambiente
2
 cuya misión es planificar, organizar, dirigir, coordinar 

y gestionar estrategias para proponer la interposición de acciones constitucionales y 

defensoriales para tutelar los derechos colectivos, de la naturaleza y el ambiente 

desarrollados en la norma constitucional e internacional.  

Adicionalmente, se retomó el debate legislativo de reformas a la Ley Orgánica de la 

Defensoría del Pueblo, vigente desde 1997 para actualizar su contenido y modernizar la 

Institución a los desafíos actuales del país. Dentro de las propuestas presentadas y que están 

bajo análisis de la Comisión Especializada de la Asamblea Nacional para pasar a segundo 

debate legislativo constan las siguientes relativas al ejercicio de derechos colectivos: 

1. Ente los principios de aplicación de la ley se incluyen la igualdad y no discriminación 

en los términos reconocidos en el artículo 11.2 de la Constitución y el de 

plurinacionalidad que implica el reconocimiento de la coexistencia de diversos pueblos 

y nacionalidades en el territorio. 

2. Así mismo se establecen distintos enfoques con los que debe actuar la Defensoría del 

Pueblo a nivel nacional, entre ellos, el enfoque intercultural que implica considerar y 

comprender las actuaciones individuales, colectivas e institucionales para transformar 

las relaciones de poder asimétricas entre grupos diferentes en su dimensión cultural. 

3. Entre las competencias relevantes para la promoción y ejercicio de derechos colectivos 

se establecen: 

 Patrocinar de oficio o a petición de parte las garantías jurisdiccionales contra el 

Estado, sus delegatarios, concesionarios y particulares para la protección de los 

derechos humanos y de la naturaleza, de conformidad a la Constitución; 

 Emitir medidas de cumplimiento obligatorio e inmediato en materia de protección 

de los derechos humanos y de la naturaleza en casos generalizados, sistemáticos o 

de relevancia social, debiendo solicitar el juzgamiento y la sanción ante la 

autoridad competente por sus incumplimientos 

 Diseñar e implementar sistemas de gestión del conocimiento e investigación 

especializados en derechos humanos y de la naturaleza; 

 Diseñar e implementar programas de sensibilización, formación y educación en 

derechos humanos y de la naturaleza; 

 Realizar investigaciones defensoriales para verificar posibles vulneraciones de los 

derechos humanos o de la naturaleza que podrán realizarse por medio de visitas in 

situ; 

 Emitir alertas, dictámenes, pronunciamientos, recomendaciones, informes, exhortos, 

propuestas e informes sobre acciones u omisiones de todas las instituciones del 

                                                           
2
 Hace parte de la Dirección General Tutelar, dentro de la Adjuntía de Derechos Humanos y de la Naturaleza. 
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Estado en cuestiones relativas a la protección y promoción de los derechos 

humanos y la naturaleza; 

 Presentar proyectos de Ley en las materias afines a la promoción y protección de los 

derechos humanos y de la naturaleza; 

 Promover la adopción o firma y ratificación, según sea el caso, de las declaraciones, 

pactos y convenios internacionales de derechos humanos y de la naturaleza; 

 Vigilar que los órganos con potestad normativa adecuen formal y materialmente las 

leyes y demás normas jurídicas a los derechos previstos en la Constitución, y los 

tratados internacionales de derechos humanos; 

 Vigilar que la política pública se adecue formal y materialmente a los derechos 

previstos en la Constitución, y los tratados internacionales de derechos humanos; 

 Presentar demandas de inconstitucionalidad a normas que afecten los derechos 

humanos y de la naturaleza; 

 Activar los mecanismos internacionales de protección de los derechos humanos 

cuando corresponda. 

4. Se establece la creación de un Mecanismo Nacional de Promoción y Protección de 

Derechos de la Naturaleza. 

5. Se reconoce la labor que desarrollan las y los defensores de derechos humanos y de la 

naturaleza, entendidos éstos en su dimensión individual y colectiva, y se determina la 

obligación expresa de velar porque el Estado cumpla con la promoción, prevención y 

protección a estos sujetos individuales y colectivos. 

2. Mencione por favor otros instrumentos internacionales relacionados con esta 

temática que hayan sido adoptado por su país (ejemplos: Programa 21 y la 

Declaración de Río (Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Medio Ambiente y el 

Desarrollo); Convenio sobre la Diversidad Biológica [Artículos 8(j) y 10(c)] 

(Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo); 

Convención de las Naciones Unidas de Lucha contra la Desertificación; Declaración y 

Programa de Acción de Viena – Conferencia Mundial de Derechos Humanos; 

Declaración de Atitlán; Declaración de Anchorage). 

 

Otros instrumentos internacionales adoptados por el Ecuador que hacen mención a PIO y 

han sido ratificados son:  

 

a) Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo. 

b) Convención de las Naciones Unidas de Lucha contra la Desertificación. 

c) Declaración y Programa de Acción de Viena. 

d) Carta Andina de Derechos Humanos. 

e) Protocolo de Nagoya sobre acceso a recursos genéticos. 

f) Convención interamericana contra el racismo, la discriminación racial y formas 

conexas de intolerancia. 
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g) Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la 

mujer. 

 

3. En su país ¿Qué establece el marco constitucional y jurídico en torno a la 

protección de los derechos de los pueblos indígenas originarios (PIO)? 

 

En el Ecuador en la Constitución de 1998 y la vigente de 2008 inspiradas en los convenios 

OIT 107 y 169, se han reconocido los derechos colectivos indígenas los cuales constituyen 

un hito de suma importancia para la protección de derechos. Es importante aclarar que para 

el estado ecuatoriano no se denomina pueblos indígenas originarios, sino comunidades, 

pueblos u nacionalidades indígenas, quienes en conjunto con el pueblo montubio y las 

comunas forman parte del Estado Ecuatoriano, único e indivisible. 

 

La Constitución de la República en el artículo, 1 define como sus principios fundamentales 

al estado como constitucional de derechos y justicia, social, democrático, soberano, 

independiente, unitario, intercultural, plurinacional y laico y el Art. 2 señala que el 

castellano es el idioma oficial del Ecuador; el castellano, el quichua y el shuar son idiomas 

oficiales de relación intercultural. Los demás idiomas ancestrales son de uso oficial para 

los demás pueblos indígenas en las zonas que habitan y en los términos que fija la ley. El 

Estado respetará y estimulará su conservación y uso. 

 

Se resalta que el Ecuador está conformado por diversos pueblos, etnias y culturas que se 

complementan pues se habita en unidad.  Este reconocimiento, de su existencia distinta a 

las demás, valora la ancestralidad de nuestra nación. Reconocer la interculturalidad, 

permite dar cuenta de las diversas expresiones culturales, su cosmovisión distinta en 

saberes, tradiciones, valores, costumbres. Lo que se aprecia en la relación, conversación 

con sujetos iguales. En el Ecuador, existen colectivos y comunitarios auto determinados 

como nacionalidades, las cuales han desarrollado su propia lengua. 

 

El Censo de Población y Vivienda de 2010 determinó que existe una auto identificación del 

71.9 % como mestizos, 7,4% montubios, 7,2% afro ecuatorianos, 7% indígenas, 6.1% 

blancos y otros en un 0.3%. Existen 14 nacionalidades y 18 pueblos indígenas reconocidos 

por el Estado Ecuatoriano. Conforme se indicó, la Constitución refiere que el Estado 

Ecuatoriano es plurinacional, lo que significa que coexisten varias nacionalidades y que 

además, son ciudadanos y ciudadanas ecuatorianas y ecuatorianos bajo una misma 

Constitución. 

 

Cabe indicar además, que existen pueblos binacionales, compartiendo territorio con la 

República de Colombia Pueblo Awá, Shuar, Wounan, Pasto, Cofán, Siona y Secoya y con 

la República del Perú y Colombia el pueblo Kichwa y, debido a su situación geográfica, su 

vulnerabilidad es alta en cuanto a la afectación a su derechos como el derecho al territorio, 

los conflictos armados, entre otros.  

 

El articulado Constitucional pertinente al tema se encuentra en los artículos: 1, 2, 3, 10, 11, 

56, 57, 58, 59, 60, 171, 257, 275, 424, 425 y 426 y se relaciona con los principios 

fundamentales del Estado, deberes primordiales, principios de aplicación de los derechos, 
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derechos de las comunidades, pueblos y nacionalidades, justicia indígena, organización del 

territorio, régimen del desarrollo, principios y supremacía de la Constitución. La normativa 

expedida en relación a los derechos de las comunidades, pueblos y nacionalidades, ha sido 

recogida en el capítulo VI de la Carta Magna. 

 

Por otra parte, la Defensoría del Pueblo del Ecuador, según el art. 215 de la Constitución 

ecuatoriana tiene como obligación la protección de los ecuatorianos y ecuatorianas en el 

exterior, en ese sentido se implementaron Delegaciones en Estados Unidos, España, Italia y 

México. 

 

En este contexto, desde 2016 las Delegaciones de la Defensoría del Pueblo ubicadas en 

Nueva York y Chicago, tomaron contacto con representantes de comunidades indígenas 

ecuatorianas que residen en esa ciudad. Específicamente en Nueva York, se acompañaron 

casos de discriminación, afectación a derechos por la condición migratoria, violencia 

intrafamiliar, vulneración de derechos laborales, pensiones de alimentos y otros. En estos 

casos, si bien la Defensoría del Pueblo del Ecuador no tiene la misma posibilidad de 

actuación que en el territorio ecuatoriano, realizó asesorías y gestiones para orientar y 

asegurar la protección de los derechos humanos de la población indígena en situación de 

movilidad. 

 

4. En su país ¿hay participación de representantes de los PIO en los gobiernos 

nacionales y/o regionales? En caso afirmativo, ¿podría indicar qué niveles y 

porcentajes (aproximados) de participación existen dentro de los diferentes poderes 

del Estado?  

 

En relación a esta pregunta, la Defensoría del Pueblo, no trabaja con temas de 

representación en Organismos Gubernamentales, por lo que no se tiene información al 

respecto. No obstante, es importante señalar la existencia del Consejo Nacional de Igualdad 

de Pueblos y Nacionalidades (EX CODEMPE) como entidad que, por mandato 

constitucional, tiene la responsabilidad de establecer política pública en relación a los 

derechos colectivos de Pueblos y Nacionalidades. 

 

5. En la normativa de su país, qué se especifica en torno a la posesión y propiedad 

formal del territorio que habitan los PIO?  

 

El artículo 66 de la Constitución del Ecuador reconoce a todas las personas que habitan en 

el país, el derecho humano a la propiedad en todas sus formas siempre que cumpla con 

funciones social y ambiental. Este es el derecho marco en el que se debe analizar el derecho 

a la propiedad y posesión de los territorios de pueblos y nacionalidades indígenas. 

  

En relación con ese derecho, el artículo 321 reconoce las siguientes formas de propiedad: 

pública, la privada, la comunitaria, la asociativa, cooperativa, estatal y mixta. En el artículo 

323 se plantea como límite a la propiedad la declaración de utilidad pública y la 

expropiación siempre que se lo haga para ejecutar planes de desarrollo social, manejo 

sustentable del ambiente y de bienestar colectivo. Además, prohíbe la confiscación. 
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Ahora bien, el artículo 57 de la Constitución, como se ha dicho, reconoce los derechos 

colectivos de pueblos y nacionalidades indígenas. Entre ellos, se reconoce en el numeral 4 

el derecho a conservar la propiedad imprescriptible de sus tierras comunitarias, las cuáles 

son inalienables, inembargables e indivisibles. Y en el numeral 5 se reconoce el derecho a 

mantener la posesión de tierras y territorios ancestrales. Esos dos numerales agregan dos 

obligaciones del Estado respecto de esas tierras: están exentas del pago de tasas e impuestos 

y su adjudicación será gratuita. 

  

Adicionalmente y por mandato de los artículos 11 numeral 3, 172, 417, 424, 425 y 426 de 

la Constitución, los instrumentos internacionales de derechos humanos son parte del 

ordenamiento jurídico, jerárquicamente se ubican después de la Constitución y por sobre el 

resto de las leyes y normas de origen nacional, e incluso pueden ser aplicados de manera 

directa por sobre la propia Constitución cuando contienen normas e interpretaciones más 

progresistas. De ahí que los numerales 4 y 5 del artículo 57 sobre propiedad y posesión de 

tierras ancestrales debe hacerse en el marco del Convenio 169 de la OIT, de la Declaración 

de Naciones Unidas sobre los Derechos de Pueblos Indígenas y demás instrumentos 

existentes, entre ellos, la Sentencia de Sarayaku vs. Ecuador, emitida por la Corte 

Interamericana de Derechos Humanos de 2012. 

  

Este amplio reconocimiento sobre la propiedad y posesión sin embargo, enfrenta un grave 

límite previsto en la propia Constitución. En el artículo 276 numeral 4 se determina que uno 

de los objetivos del régimen de desarrollo del Ecuador es “recuperar y conservar la 

naturaleza y mantener un ambiente sano y sustentable que garantice a las personas y 

colectividades el acceso equitativo, permanente y de calidad al agua, aire y suelo, y a los 

beneficios de los recursos del subsuelo y del patrimonio cultural”. 

  

A partir de dicho objetivo, el artículo 408 de la Constitución determina que el subsuelo y 

los recursos naturales no renovables son de propiedad inalienable, imprescriptible e 

inembargable del Estado. Estos dos artículos (276.4 y 408) vinculado a las facultades de 

utilidad pública de expropiaciones previstas en el artículo 323 constituyen el paraguas 

normativo para desarrollar vía leyes que regulan la extracción de recursos naturales no 

renovables (minería o petróleo, por ejemplo) la declaratoria de utilidad pública sobre 

territorios de posesión o propiedad indígena. Así, pese al reconocimiento de derechos 

colectivos existente, la propia Constitución contiene una contradicción y una amenaza a su 

real concreción en Ecuador. 

 

6. ¿Cuáles son los principales mecanismos de comunicación entre la sociedad, los PIO 

y los diferentes niveles de gobierno?  

 

No ha sido posible responder la presente pregunta, debido a que no queda claro la 

definición del término mecanismos de comunicación. 

 

7. ¿Cuáles son las instancias de gobierno que tienen interacción con los PIO y cuáles 

sus competencias en torno a éstos (Ministerio con unidades colaborativas, comisiones, 

Institutos)?  

 

callto:3,%20172,%20417,%20424,%20425
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El artículo 1 de la Constitución del Ecuador aprobada el 20 de octubre de 2008 reconoció al 

Estado Ecuatoriano como plurinacional acogiendo así el mandato y reivindicación popular 

de la Confederación de Nacionalidades Indígenas del Ecuador (CONAIE) y su plan de 

gobierno elaborado en 1990 con las primeras movilizaciones nacionales para exigir el 

reconocimiento de sus derechos colectivos. 

  

La Plurinacionalidad tiene por efecto reconocer a las 14 nacionalidades indígenas (Awá, 

Chachi, Épera, Tsa’Chila, Manta-Huancavilca-Puná, A’I’ Cofán, Secoya, Siona, Waorani, 

Shiwiar, Zápara, Achuar, Shuar y Kichwa Amazónico) y los 14 pueblos andinos que 

comparten el Kichwa (Karanki, Natabuela, Otavalo, Kayambi, Kitukara, Panzaleo, 

Chibuleo, Salasaca, Kichwa Tungurahua, Waranca, Puruhá, Kañari y Saraguro). Todos 

ellos son reconocidos en igualdad como pueblos y nacionalidades y por tanto sujetos de 

derechos. 

  

En esa medida, el ejercicio de derechos colectivos debe ser garantizado por el Estado en su 

conjunto, sea en el nivel del gobierno central y de carácter nacional a través de sus 

ministerios y otras entidades como en el nivel desconcentrado de los gobiernos autónomos 

descentralizados (provincias, cantones, parroquias). 

  

Ahora bien, el propio sistema estatal reconoce y establece diferentes instancias estatales 

que tienen primordialmente el deber de interactuar con los pueblos y nacionalidades: 

  

En el gobierno central o función ejecutiva: 

  

1. La Secretaría de Gestión de la Política tiene por objeto promover la participación 

ciudadana efectiva, la organización social y el diálogo con el conjunto de la 

sociedad, entre ellas los pueblos y nacionalidades indígenas para la construcción del 

Estado plurinacional. Entre sus funciones está la de reconocer y registrar a las 

organizaciones sociales de segundo y tercer grado indígenas. 

2. Ministerio de Educación: Desde 1990 existió en el Ecuador la Dirección Nacional 

de Educación Intercultural Bilingüe y en julio de 2018 se reformó a Secretaría del 

Sistema de Educación Intercultural Bilingüe como entidad adscrita a este Ministerio 

cuyo objeto es garantizar procesos educativos plurinacionales e interculturales. 

3. Ministerio de Agricultura y Ganadería: Desde el año 2009, este Ministerio absorbió 

al Instituto Nacional de Desarrollo Agrario (INDA) heredero del Instituto 

Ecuatoriano de Reforma Agraria y Colonización (IERAC) existente desde la década 

de los 60 y que ejecutó la reforma agraria en el país. Actualmente existe la 

Subsecretaría de Tierras y Reforma Agraria, encargada de la regularización y 

adjudicación de tierras y territorios a los pueblos y nacionalidades indígenas. 

4. Ministerio de Justicia y Derechos Humanos: Pese a que recientemente el Presidente 

de la República anunció la supresión de este Ministerio, a la fecha de este informe 

no se ha concretado. Esta Institución tiene a su cargo implementar las 

recomendaciones de instrumentos internacionales de derechos humanos, entre ellas 

las relativas a pueblos y nacionalidades indígenas. Además, tiene a su cargo la 

política pública de protección de los derechos colectivos de Pueblos Indígenas en 

Aislamiento Voluntario (PIAV). Es preocupante el anuncio del régimen de suprimir 
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este Ministerio y que a la fecha no se tenga certeza sobre el futuro de estas 

competencias. 

5. Consejo Nacional de Igualdad de Pueblos y Nacionalides.- La Constitución del 

Ecuador creó cinco Consejos Nacionales encargados de asegurar la plena vigencia y 

el ejercicio de los derechos humanos reconocidos. Ejercen atribuciones para la 

formulación, transversalización, observancia, seguimiento y evaluación de las 

políticas públicas, en este caso específico, realcionadas con las temáticas étnicas, la 

plurinacionalidad y la interculturalidad. 

 

En la Función de Transparencia y Control Social: 

  

1. La Defensoría del Pueblo del Ecuador tiene por mandato constitucional la 

promoción y tutela de los derechos humanos y de la naturaleza. En la actualidad 

cuenta con la Dirección Nacional de Derechos Colectivos, Ambiente y Naturaleza 

como la unidad responsable de brindar apoyo y directrices al trabajo que se realiza 

en las unidades desconcentradas a nivel nacional para caso en que los derechos de 

pueblos y nacionalidades indígenas están en riesgo. 

2. Consejo de Participación Ciudadana y Control Social promueve el ejercicio de 

derechos humanos vinculados a la participación de los habitantes del Ecuador, así 

como los mecanismos de control en los asuntos de interés público. Debe garantizar 

la participación de pueblos y nacionalidades indígenas. 

 

En los gobiernos autónomos descentralizados: 

  

Derivados de la institucionalización de los Consejos Nacionales de Igualdad, en el nivel 

cantonal se han creado los Consejos Cantonales de Protección de Derechos Humanos como 

instancia desconcentrada para la promoción y protección de, entre otros, los derechos 

colectivos de pueblos y nacionalidades indígenas. 

  

Cabe añadir que tanto la función legislativa como la función judicial tienen la 

responsabilidad de aplicar los principios de plurinacionalidad e interculturalidad en la 

interactuación de esas funciones con los pueblos y nacionalidades indígenas. 

 

 

8. ¿Cuál es la instancia responsable de elaborar los informes sobre el estado de 

situación de los pueblos indígenas en su país? ¿Cada cuánto tiempo se actualiza dicha 

información? ¿Existe un mecanismo de comunicación/articulación que vincule a su 

oficina/área con esta labor?  

 

En el artículo 8, literal p, de la Ley Orgánica de la Defensoría del Pueblo se establece que la 

INDH será la encargada de informar anualmente a la Asamblea Nacional sobre la situación 

de los derechos humanos en el Ecuador y de las labores de la Defensoría del Pueblo.  

 

Además, de acuerdo al Estatuto Orgánico por Procesos del Ministerio de Relaciones 

Exteriores y Movilidad Humana, los informes sobre el estado de situación de los pueblos 

indígenas, son realizados por la mencionada cartera de Estado, específicamente desde la 
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Subsecretaría de Asuntos Multilaterales, a través, de la Dirección Nacional de Derechos 

Humanos y Paz. Dicha área que tiene como atribuciones “Coordinar y articular con las 

unidades administrativas del Ministerio y las demás entidades competentes, los procesos de 

gestión internacional relativos derechos humanos, paz, seguridad integral y derecho 

internacional humanitario.” De este modo, los informes país relativos a derechos humanos 

son remitidos desde Cancillería a los diferentes comités y órganos de Naciones Unidas, 

quiénes posteriormente solicitan información complementaria a la Defensoría del Pueblo.  

El tiempo de actualización de dicha información es variante y corresponde al cronograma 

de cada comité.  

 

Por otra parte, la Presidencia de la República realiza un informe de rendición de cuentas a 

la nación de forma anual, en la que se recomienda se incorpore un capítulo o apartado 

referente a la situación de los pueblos indígenas en el Ecuador.  

 

9. ¿Cuál es la normativa específica en su país y la situación de los PIO en torno a los 

siguientes temas:  

 

Situación de las mujeres indígenas  

 

El 31 de julio de 2018, las mujeres Amazónicas presentaron a la Defensoría del Pueblo una 

petición de acompañamiento a sus procesos de denuncia por agresiones que consideran 

sistemáticas en contra de la naturaleza y sus pueblos. Dicha denuncia, incluye el Mandato 

de las mujeres amazónicas defensoras de la selva de las bases, frente al extractivismo en el 

que se hace referencia a la ampliación de las fronteras petroleras y mineras en territorios 

indígenas, del Centro Sur de la Amazonía ecuatoriana, se describen formas de intervención 

por parte del Estado y de las empresas, sin respetar los derechos de autodeterminación, y 

sin realizar la consulta previa.  Se describen agresiones y amenazas en contra las mujeres 

lideresas de los territorios y se demanda un estudio histórico para investigar los casos de 

agresiones sexuales y de género ligados a las actividades petroleras y mineras. 

 

Adicionalmente las peticionarias han compartido información sobre las gestiones que desde 

hace dos años han realizado con el Asesor de Naciones Unidas sobre prevención genocidio, 

toda vez que se ha reportado a la Fiscalía una serie de violaciones a los derechos humanos 

sistemáticas, graves y con responsabilidad sin que haya explicación para la demora en su 

tratamiento. En dichos reportes se señalan que la nacionalidad Sápara enfrenta presiones 

por la industria petrolera y que hay una vulneración especialmente dirigida con las mujeres 

defensoras de la naturaleza. 

 

El 20 de septiembre se realizó para el personal de la Defensoría del Pueblo de Ecuador el 

taller de Prevención de Genocidio y la Responsabilidad de Proteger de las Naciones 

Unidas, a cargo de Mario Buil-Merce, Oficial de Asuntos Políticos de la Oficina de 

Prevención de Genocidio.  En este taller se establece como prioridad tanto el tema de 

territorios y pueblos indígenas como el tema de mujeres, territorios y vulneraciones de 

derechos. 
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En este taller se destaca que de manera previa o en el proceso de ocupación de los 

territorios indígenas por parte de las empresas extractivas, se instala un clima de asedio y 

amedrentamiento dirigido hacia las mujeres a través de la violencia de género y agresiones 

sexuales, lo que estaría actuando como estrategia de vaciamiento de territorios. 

 

De ahí que es relevante reiterar que las mujeres desempeñan un papel fundamental dentro 

del territorio, no solo por el cuidado, y la transmisión de la cultura, sino también por el 

fuerte liderazgo que han asumido en defensa de los territorios y la naturaleza.
3
 Estas 

acciones, han colocado a las mujeres en situación de mayor riesgo y vulnerabilidad que el 

que históricamente han sufrido, habiéndose reportado ya, en todo el mundo un aumento de 

asesinatos a mujeres defensoras de la tierra, el ambiente o la naturaleza. 
4
  

 

Participación Política a nivel local y nacional  

 

Respecto de la participación local, la Constitución garantiza los derechos de elegir y ser 

elegidos para todas las personas y eso incluye a personas de pueblos y nacionalidades 

indígenas. En efecto, tanto en la Asamblea Nacional, como en los 3 niveles de gobiernos 

descentralizados autónomos (provincias, cantones, parroquias) se evidencia el acceso a 

puestos de elección popular de personas indígenas, sin embargo no existe información 

sistematizada al respecto. Por ejemplificar, hay varios asambleístas indígenas 

pertenecientes a distintos partidos políticos y existen provincias, cantones y parroquias 

donde, en los últimos años, sus máximas autoridades son indígenas, por ejemplo en Morona 

Santiago o Zamora Chinchipe. 

 

Pueblos indígenas en aislamiento voluntario y contacto inicial  

 

La Constitución de la República del Ecuador prescribe en el inciso in fine del artículo 57
5
 la 

protección especial que tienen los pueblos en aislamiento voluntario y la obligación del 

Estado de adoptar medidas para garantizar sus vidas. Sin embargo, el Estado ecuatoriano no 

ha definido políticas públicas o normativa tendiente a precautelar la observancia de sus 

derechos.  

 

Esta situación se puede evidenciar en el siguiente caso: 

 

Caso Tagaeri y Taromenane.- El 05 de marzo de 2013, dos personas de la nacionalidad 

Waorani – pueblo de reciente contacto- murieron presuntamente en manos del clan del 

                                                           
3 Hay una extensa documentación e instrumentos internacionales que reconocen este papel, entre ellos: 

Informe de la Cuarta Conferencia Mundial sobre la Mujer. Beijing 1995, documento CIDH Las mujeres 

indígenas y los derechos humanos OEA/Ser.L/V/II 44/17, Informe industrias extractivas que realizan 

operaciones dentro de territorios indígenas o en proximidad de ellos.  2011 A/HRC/18/35, Grupos concretos 

de defensores expuestos a riesgos: (...) defensores que se dedican a cuestiones ambientales y relativas a la 

tierra (...). 2011  A/HRC/19/55. 

4 Casos documentados en el Atlas de Justicia Ambiental (EJAtlas). (www.ejatlas.org) 
5
 Los territorios de los pueblos en aislamiento voluntario son de posesión ancestral irreductible e intangible, y 

en ellos estará vedada todo tipo de actividad extractiva. El Estado adoptará medidas para garantizar sus vidas, 

hacer respetar su autodeterminación y voluntad de permanecer en aislamiento, y precautelar la observancia de 

sus derechos. La violación de estos derechos constituirá delito de etnocidio, que será tipificado por la ley. 

http://www.ejatlas.org/
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pueblo indígena en aislamiento voluntario Taromenane, al parecer, debido a la presión que 

la industria petrolera ejercía sobre el territorio de estos pueblos. Ante esta situación, el 29 

de marzo de 2013, alrededor de 17 personas de la nacionalidad Waorani se organizaron con 

armas de fuego y lanzas e ingresaron a la Zona Intangible Tambococha y Tiputini y 

presuntamente, ocasionaron la muerte de un número indeterminado de personas 

pertenecientes al Pueblo Indígena en Aislamiento Voluntario –PIAV- Taromenane. Dos 

niñas de 2 y 4 años aproximadamente sobrevivieron y se encuentran actualmente en 

comunidades de la nacionalidad Waorani y han sido incorporadas en el programa de 

protección a víctimas y testigos de la Fiscalía General del Estado.  

 

El Estado ecuatoriano, sin asumir su responsabilidad por crear las condiciones de presión a 

estos territorios (presencia de terceros, ruido, falta de control a presencia de maderos y 

petroleros) respondió con un mal uso del sistema penal. En abril del año 2013, la Fiscalía 

del Cantón Francisco de Orellana inició la Instrucción Fiscal en contra de miembros de 

nacionalidad Waorani, a quienes acusó como presuntos autores de un supuesto delito de 

genocidio.     

 

En noviembre de 2013, en el proceso judicial, se emitieron boletas de captura en contra de 

17 indígenas Waorani y se apresaron a 7 de ellos, posteriormente, en septiembre de 2014, 

se reformularon los cargos y se acusó a los indígenas Waorani implicados como autores del 

delito de homicidio. La Instrucción Fiscal fue conocida por el Tribunal Penal de la 

Provincia de Orellana mediante juicio No. 22251-2013-0223 y continúa en trámite. Hasta la 

presente fecha se han señalado por 6 ocasiones, día y hora para la audiencia de 

juzgamiento, en la que se condenaría o se absolvería a los acusados. 

 

Estos hechos suceden en un contexto más amplio, en que el Estado Ecuatoriano, pese a la 

declaratoria de zona intangible, su delimitación y posible ampliación derivada del mandato 

popular de 4 de febrero de 2018, sigue sin garantizar una política efectiva de protección de 

la decisión de aislamiento y respeto por su autodeterminación de estos pueblos. La 

ampliación de la frontera extractiva (bloques ITT y 31 así como a XI Ronda Petrolera y la 

falta de control de la actividad maderera provoca presión sobre los territorios tanto de la 

nacionalidad Waorani y de los Tagaeri y Taromenane que habitan en el Yasuní. 

 

La ampliación de estos territorios estaría por darse sobre el territorio de los pueblos 

waorani, -sin afectar las nuevas concesiones petroleras-, aumentándose con esto un grado 

más a la hostilidad entre los pueblos no contactados y los de contacto reciente. 

 

Asignación de tierras a PIO y delimitación  

 

La Constitución de la República del Ecuador en cuanto a la organización político 

administrativa del territorio, determina que:  

 

Art. 257.- En el marco de la organización político administrativa podrán 

conformarse circunscripciones territoriales indígenas o afroecuatorianas, que 

ejercerán las competencias del gobierno territorial autónomo correspondiente, y se 
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regirán por principios de interculturalidad, plurinacionalidad y de acuerdo con los 

derechos colectivos. 

 

En concordancia con el artículo citado con anterioridad, se debe mencionar que el Código 

Orgánico de Organización Territorial, Autonomía y Descentralización COOTAD,  

prescribe:  

 

Art. 93.- Naturaleza de las Circunscripciones Territoriales de Comunidades, 

Pueblos y Nacionalidades Indígenas, Afroecuatorianas y Montubias.- Son 

regímenes especiales de Gobierno Autónomo Descentralizado establecidos por libre 

determinación de los pueblos, nacionalidades y comunidades indígenas, 

afroecuatorianas y montubias, en el marco de sus territorios ancestrales, respetando 

la organización político administrativa del Estado, que ejercerán las competencias 

del nivel de gobierno autónomo correspondiente. Se regirán por la Constitución, los 

instrumentos internacionales y por sus estatutos constitutivos, para el pleno ejercicio 

de los derechos colectivos. Contarán con los recursos provenientes del Presupuesto 

General del Estado que les correspondan. El estatuto constitutivo deberá contar con 

el dictamen favorable de la Corte Constitucional previo a la realización de la 

consulta popular. En estos regímenes especiales, en el marco del respeto a los 

derechos colectivos e individuales, se aplicarán de manera particular los principios 

de interculturalidad y plurinacionalidad, los usos y costumbres, así como los 

derechos colectivos de los pueblos, nacionalidades y comunidades indígenas, 

afroecuatorianas y montubias que los habitan mayoritariamente, de conformidad 

con la Constitución, los instrumentos internacionales y este Código. 

 

Finalmente, las comunidades que no puedan constituirse en circunscripciones territoriales 

indígenas tendrán un régimen especial, detallado en el artículo 97 del cuerpo legal citado 

con anterioridad, que en su parte pertinente destaca:  

 

Art. 97.- Pueblos, nacionalidades, comunidades o comunas que no puedan 

constituirse en circunscripciones territoriales indígenas.- Los pueblos, 

nacionalidades, comunidades o comunas que no puedan constituirse en 

circunscripciones territoriales indígenas, de acuerdo con lo dispuesto en la 

Constitución, ejercerán los derechos colectivos establecidos en la misma, en 

especial sus propias formas de convivencia, organización social y su autoridad, en 

sus territorios legalmente reconocidos y tierras comunitarias de posesión ancestral; 

para lo cual los gobiernos autónomos descentralizados establecerán un proceso de 

planificación conjunto y podrán delegar competencias a las autoridades legítima y 

legalmente establecidas por los pueblos, nacionalidades, comunidades o comunas 

indígenas. Aquellas nacionalidades que se encuentren separadas territorialmente de 

las circunscripciones territoriales indígenas se integrarán en el sistema de gobierno 

de la nacionalidad o pueblo correspondiente para el ejercicio de los derechos 

colectivos sobre la totalidad de sus comunidades. 

 

Pese al reconocimiento constitucional en el artículo 57 numerales 4 y 5 de la propiedad y 

posesión de las tierras y territorios que ocupan ancestralmente los pueblos y nacionalidades 
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indígenas y de la posibilidad de conformarse circunscripciones territoriales indígenas o 

afroecuatorianas
6
, en el Ecuador los desplazamientos forzosos se sustentan en la 

declaración de utilidad pública por parte del Estado sobre territorios indígenas, en donde se 

efectúan actividades de explotación petrolera, extracción minera o grandes proyectos con 

diversos fines. Los desplazamientos son violentos y con uso de la fuerza pública (policías y 

militares), la expropiación de tierras, sin una compensación económica justa o ausencia 

total de la misma, presenta múltiples escenarios que atentan contra la identidad cultural, 

formas de vida e imposibilita el acceso a bienes y servicios como la educación, salud, agua, 

etc.  

 

La política extractiva del Estado, ha generado varias situaciones de desplazamiento violento 

interno en el cual, la Defensoría del Pueblo ha debido intervenir. Como es el caso más 

reciente: 

 

Caso Mirador.- En la parroquia rural de Tundayme, cantón El Pangui, provincia de 

Zamora Chinchipe, en el barrio San Marcos, se desarrolla el proyecto minero Mirador a 

cargo de la empresa china CRCC-Tongguan. El 30 de septiembre y 16 de diciembre de 

2015, la Agencia de Regulación y Control Minero, por pedido de la empresa ECSA, 

subsidiaria de la empresa china desalojó de manera violenta a 32 familias indígenas 

asociadas en la Comunidad Indígena Amazónica de Acción Social Cordillera del Cóndor 

(CASCOMI). 

 

Las organizaciones locales y los medios de comunicación reportaron que el desplazamiento 

ha venido acompañado de desalojo de familias, incluyendo el uso de la violencia,  

demolición de viviendas, usurpación de bienes patrimoniales, militarización de la zona, 

presencia de fuerza de seguridad privada de la empresa, uso de  gases lacrimógenos y otras 

formas de represión.  

 

La Defensoría del Pueblo realizó una investigación defensorial prolongada que permitió 

recabar información que verificó el desplazamiento forzado.  En mayo de este año, presentó 

un Amicus Curiae dentro de la acción de protección realizada por CASCOMI, en el cual se 

solicitó la reparación integral (material e inmaterial) por la violación de derechos colectivos 

a la consulta, previa, libre e informada; el derecho a un hábitat seguro y saludable, vivienda 

adecuada, y el derecho a la consulta ambiental. A la fecha, se espera el informe 

antropológico ordenado por el juez para retomar la audiencia y que se resuelva el caso. 

 

Consentimientos previo, libre e informado (explotación de recursos naturales, 

construcción de carreteras, etc.)  

 

En el Ecuador el derecho a la consulta previa es un derecho colectivo, reconocido a las 

comunas, comunidades, pueblos y nacionalidades indígenas en el artículo 57 numeral 7 de 

                                                           
6
 Art. 257.- En el marco de la organización político administrativa podrán conformarse circunscripciones 

territoriales indígenas o afroecuatorianas, que ejercerán las competencias del gobierno territorial autónomo 

correspondiente, y se regirán por principios de interculturalidad, plurinacionalidad y de acuerdo con los 

derechos colectivos. 
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la Constitución
7
. Sin embargo, hasta el momento, no existe una Ley Orgánica sobre 

consulta previa que lo regule explícitamente; pese a que la Corte Constitucional en 

sentencia No. 001-10-SIN-CC  de fecha 18 de marzo de 2010, estableció la obligación de la 

Asamblea Nacional de emitir una ley orgánica y estableció reglas mínimas que debe 

cumplir dicha consulta hasta que eso suceda. 

 

Así también, como medida de reparación integral, la Corte Interamericana de Derechos 

Humanos estableció, en la sentencia del caso Comunidad Kichwa de Sarayaku vs. Ecuador 

del año 2014, la obligación de legislar de manera adecuada el derecho a la consulta previa y 

el consentimiento previo, libre e informado. A esto se le se suma que, en los 2 primeros 

periodos del Examen Periódico Universal de Ecuador, se recomendó, a través del Consejo 

de Derechos Humanos, una adecuada regulación normativa de este derecho. 

 

En la actualidad, lo que se aplica es el Decreto Ejecutivo No 1247, norma de carácter 

secundario que determina el procedimiento de información, realizado por la entidad 

interesada en los proyectos, es decir los Ministerios de Hidrocarburos o Minería, según sea 

el caso, a pesar de que en el Ecuador existen otras instancias que regulan los temas de 

participación ciudadana. 

 

En los procesos de consulta se ha denunciado reiteradamente que se despliegan una serie de 

mecanismos de presión, chantaje, seducción e incluso divisiones a organizaciones, 

irrespetando el derecho a la participación adecuada, la autodeterminación y el derecho a 

decidir las formas propias de toma de decisiones. 

 

Este vacío legal provoca en la actualidad que varios pueblos y nacionalidades tengan que 

acceder a tribunales para lograr el respeto a este derecho. Describimos 3 casos en los 

últimos 5 meses, que ilustran la situación: 

 

Caso de la comunidad de San José de Wisuya.-  La Comunidad Kichwa y Siona de San 

José de Wisuya está ubicada en la ribera del río Putumayo, parroquia Santa Elena, cantón 

Putumayo, provincia de Sucumbíos, en línea de frontera con Colombia. En el año 2016, la 

empresa estatal Petroamazonas EP y la transnacional Amerisur PLC, sin consulta previa, 

procedieron a realizar trabajos de deforestación y, desbroce de árboles y plantas nativas 

para construir un oleoducto, lo que provocó la destrucción de un sitio sagrado para 

ceremonias de Yagé, al secar un ojo de agua destinado a la preparación de medicina. Este 

hecho afectó y afecta, sus prácticas tradicionales de espiritualidad y medicina. 

 

Tanto el Ministerio del Ambiente y la Agencia de Regulación y Control Hidrocarburífero 

tuvieron pleno conocimiento de estos hechos sin que los hayan impedido y no garantizaron  

procesos de participación, ni de  consulta previa, libre e informada. 

 

                                                           
7
 7. La consulta previa, libre e informada, dentro de un plazo razonable, sobre planes y programas de 

prospección, explotación y comercialización de recursos no renovables que se encuentren en sus tierras y que 

puedan afectarles ambiental o culturalmente; participar en los beneficios que esos proyectos reporten y recibir 

indemnizaciones por los perjuicios sociales, culturales y ambientales que les causen. […]17. Ser consultados 

antes de la adopción de una medida legislativa que pueda afectar cualquiera de sus derechos colectivos […]. 
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Frente a este caso, la Defensoría del Pueblo, luego de un proceso de verificación in situ, 

emitió una resolución defensorial reconociendo las afectaciones señaladas.  

 

Caso de la comunidad A´i Cofan de Sinangoe.- La Comunidad ancestral “Centro A´I 

Cofan de Sinangoe” está conformada aproximadamente por 37 familias, 198 personas y se 

encuentra ubicada en la parroquia Puerto Libre, del cantón Gonzalo Pizarro, provincia de 

Sucumbíos. La comunidad organizó una guardia indígena, la misma que en mayo del 2017, 

como parte de sus actividades de monitoreo, detectó dentro de su territorio, la existencia de 

minería ilegal y mineros con motobombas, dragas, canalones, retroexcavadoras y tarabitas 

trabajando en su territorio de manera inconsulta. 

 

El Ministerio del Ambiente, la Secretaría de Agua, el Ministerio de Minería y la Agencia de 

Regulación y Control Minero conocieron oportunamente del riesgo real e inminente de la 

comunidad, y pese a que realizaron inspecciones, no aplicaron medidas para la protección y 

prevención de actos violatorios a los derechos colectivos.  

 

Ante estos hechos, la Defensoría del Pueblo realizó varias visitas in situ y posteriormente 

interpuso, como co-peticionarios con la comunidad Centro A´I Cofan de Sinangoe, una 

acción de protección con medidas cautelares ante el Juez de la Unidad Judicial 

Multicompetente con Sede en el Cantón Gonzalo Pizarro, quien declaró la vulneración del 

derecho a la consulta previa, libre e informada y ordenó la suspensión de los trámites 

administrativos de concesión de minería. Dicha sentencia fue apelada y actualmente se 

encuentra en conocimiento de la Sala Única de la Corte Provincial de Justicia de 

Sucumbíos con evidente retardo en su resolución. 

 

Caso de la Nacionalidad Waorani en Pastaza.- La nacionalidad Waorani del Ecuador 

habita al noroccidente de la Amazonía ecuatoriana; lugar en el que a inicios del año 2018, 

el Ministro de Hidrocarburos anunció la reactivación de nuevas rondas petroleras: la Ronda 

Intercampos, el Proyecto Bloque Sur Oriente y el Proyecto Ronda Offshore. Dentro de la 

Ronda Sur Oriente, aparece el Bloque 22 que afecta una parte significativa del territorio 

ancestral Waorani de la provincia de Pastaza. Ante estos hechos las personas de esta 

nacionalidad publicaron el Mandato del Pueblo Waorani de Pastaza, en el que se declara a 

su territorio libre de actividades petroleras. 

 

El Consejo de Coordinación de la Nacionalidad Waorani Ecuador Pastaza 

(CONCONAWEP) cuestiona el proceso de consulta llevado adelante en el año 2012 por 

parte de la Secretaría de Hidrocarburos, por aplicar el Decreto Ejecutivo 1247 para afirmar 

que se ha realizado consulta previa, libre e informada, cuando en la práctica, constituye un 

proceso de socialización e información alejado de estándares internacionales de derechos 

humanos. 

 

La Defensoría del Pueblo del Ecuador abrió una investigación defensorial sobre este caso, a 

fin de obtener suficiente información que permita tomar acciones de protección de su 

derecho a la consulta previa frente a este bloque petrolero que podría ser licitado. 

 

 



                                     Cuestionario Buenas prácticas en materia de derechos  

de poblaciones indígenas originarias en América Latina 

 

10. ¿Podría mencionar ejemplos de políticas y medidas adoptadas para dar 

cumplimiento a esa normativa y que pueda ser compartida como una buena práctica 

en la materia?  

 

Como se ha expresado en las preguntas anteriores, ante la falta de acciones políticas o 

medidas encaminadas por parte del Estado para respetar y garantizar los derechos 

colectivos de los PIO, reconocidos en el derecho internacional de derechos humanos, la 

Defensoría del Pueblo ha tenido que presentar garantías jurisdiccionales (acciones 

constitucionales) con la finalidad de que, a través de la justicia constitucional, se pueda 

cesar y evitar la afectación de derechos o en la mayoría de los casos, ante daños evidentes, 

se repare de manera integral los derechos vulnerados. 

  

Ante esta realidad, la Defensoría del Pueblo ha promovido la implementación de los 

Consejos Nacionales y Provinciales de Defensoras y Defensores de Derechos Humanos y 

de la Naturaleza como mecanismo de participación activa y efectiva, a fin de reconocer a la 

sociedad civil en la observación y articulación de estrategias de promoción y protección de 

los derechos humanos y de la naturaleza. En la actualidad, mediante resolución interna de la 

Defensoría del Pueblo, los Consejos ya han sido conformados en todas las provincias y en 

el nivel nacional existe representación de pueblos y nacionalidades indígenas en las 

provincias con presencia de población indígena. 

 

11. ¿Podría mencionar las recomendaciones a su país por parte de la Relatoría sobre 

derechos de los pueblos indígenas de la ONU?  

 

El último informe de la Relatoría Especial sobre Pueblos Indígenas de Naciones Unidas 

(2010) presenta recomendaciones al Estado ecuatoriano en cuatro áreas que el relator 

consideró fundamental. Estas son: 

 

 Jurisdicción indígena: en el marco de las iniciativas que permitan la coordinación 

y cooperación entre la jurisdicción indígena y la jurisdicción ordinaria, el Relator 

especial menciona que: 

 

o Es necesario contar con la participación de representantes indígenas en la 

elaboración del marco legal para regular la jurisdicción indígena. 

o Recomienda brindar apoyo técnico y financiero en el fortalecimiento de los 

respectivos sistemas de justicia de los distintos pueblos y nacionalidades 

indígenas. 

o Observar las facultades que las autoridades indígenas han venido ejerciendo 

de facto y que la jurisdicción indígena no solo se limita a la circunscripción 

específica de la comunidad. 

o La creación de mecanismo especiales con poder de decisión que resuelvan 

conflictos entre la jurisdicción ordinaria e indígena y que represente un 

espacio de diálogo y decisión intercultural. 

o Considerar buenas prácticas en la elaboración de modelos de coordinación 

de justicia indígena y ordinaria en América Latina y otras regiones del 

mundo. 
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o Considerar fundamental que las normas internacionales y el respeto de los 

derechos humanos constituyan el marco de la justicia ordinaria e indígena. 

De esta manera no se debe confundir cosos de justicia por mano propia y 

hechos de violencia tumultuaria con las genuinas expresiones de justicia 

indígenas. Para esto deberá existir revisión de la Corte Constitucional u otra 

instancia de carácter intercultural capacitada para hacer estas 

determinaciones. 

 

 Iniciativas en materia legislativa y consulta previa:  

 

o Realizar consulta con pueblos y nacionalidades para determinar el 

procedimiento antes de cualquier medida que afecte los derechos de los 

pueblos y nacionalidades, incluyendo la nueva legislación. 

o Tomar en cuenta las propuestas de reforma de la Ley de Minería, Ley de 

Recursos Hídricos, Ley de Educación Intercultural Bilingüe, Código 

Orgánico de Organización Territorial de Autonomía y Descentralización 

realizadas por la Confederación de Nacionalidades Indígenas del Ecuador 

(CONAIE) y otros representantes indígenas para garantizar los derechos de 

los pueblos indígenas que constan en la Constitución de la República del 

Ecuador (2008) y los instrumentos internacionales de derechos humanos. 

o Abrir un proceso de diálogo con los pueblos y nacionalidades para la 

creación de nueva institucionalidad del Estado tomando en cuenta 

condiciones de igualdad y las formas tradicionales de organización de los 

pueblos indígenas. 

o Transversalizar los derechos colectivos de los pueblos indígenas en las 

instituciones políticas, jurídicas y administrativas del Ecuador. 

o Asegurar las garantías constitucionales de las instituciones públicas frente a 

la polarización entre representantes del gobierno y organizaciones indígenas, 

incluyendo la CONAIE. 

 

 Explotación de recursos naturales: 

 

o El gobierno no debe impulsar proyectos de inversión, infraestructura, 

extracción y explotación de recursos naturales sin una previa, amplia y 

legítima consulta y participación de los pueblos indígenas. En el caso de 

proyectos que se encuentren operando el Estado deben aplicar procesos de 

consulta sobre los impactos de los derechos, tierras, territorios de 

comunidades indígenas, tomar medidas para mitigar impactos y reparar a las 

comunidades afectadas. 

 

 Pueblos indígenas aislados:  

 

o Prestar particular atención a la situación de los pueblos Tagaeri y 

Taromenani que se encuentran en aislamiento, evitar situaciones de contacto 

forzado con dichos pueblos como actividades petroleras y deforestación 
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(pública o privada). El Estado deberá proteger los territorios de los pueblos 

indígenas en aislamiento aún cuando estos territorios no coincidan con las 

zonas intangibles previamente delimitadas, tal como se establece en la 

constitución (ONU, 2010). 

 

 La Relatora Especial sobre los derechos de los pueblos indígenas visitará el país 

entre el 19 y 29 de noviembre de 2018, en este marco, la Dra. Gina Benavides 

Defensora del Pueblo, mantendrá una reunión de trabajo donde se dará a conocer las 

preocupaciones y recomendaciones en esta materia. 

 

 Adicionalmente, cabe destacar que el 5 de octubre de 2018, la Defensoría del 

Pueblo de Ecuador elaboró el “Informe sobre la situación de los derechos colectivos 

de los pueblos indígenas, y el rol de la Defensoría del Pueblo, así como las acciones 

para su promoción y tutela.” Este informe se divide en tres partes: primero, expone 

una introducción general sobre el enfoque normativo-constitucional de los derechos 

de los pueblos indígenas, haciendo énfasis en los desafíos así como en las 

limitaciones que se han encontrado para su efectivo ejercicio. Segundo, expone el 

trabajo que realiza la Institución para establecer mecanismos adecuados de 

promoción y tutela de los derechos colectivos de pueblos y nacionalidades 

indígenas. Finalmente, analiza situaciones generalizadas de violación de derechos 

de pueblos indígenas en el país, que, a criterio de la Defensoría del Pueblo, deben 

ser insumos prioritarios para la generación de recomendaciones claras al Estado. 

Estas situaciones son presentadas y ejemplificadas a través de casos concretos 

trabajados y conocidos por esta INDH.  

 

12. ¿Podría mencionar las recomendaciones a su país por parte de la Comisión 

Interamericana de Derechos Humanos de la OEA en el marco de informes de la 

Relatoría sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas, adopción de Medidas 

Cautelares y/o casos y peticiones en trámite?  

 

RECOMENDACIONES AL ESTADO ECUATORIANO 

 

La Relatora de Pueblos Indígenas en 1997 elaboro una serie de recomendaciones al 

Ecuador, entre las cuales se pueden señalar las siguientes: 

 

Implementar las medidas necesarias para 

 

 Remediar la situación actual y evitar toda contaminación futura por petróleo y 

vinculada con el petróleo que amenace la vida y la salud de esa población 

 Contrarrestar los riesgos identificados por el Ministerio de Energía y Minas con 

respeto a otras actividades de desarrollo, como la extracción de oro en el Oriente, la 

cual plantea un grave riesgo de contaminación y un peligro para la salud humana 
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debido al uso por parte de explotadores en pequeña escala de métodos sencillos que 

emplean mercurio y cianuro. 

 Poner en práctica medidas para la participación individual y colectiva en la 

formulación de decisiones que atañen directamente a su medio ambiente, así 

fomentar la inclusión de todos los sectores sociales en la toma de decisiones. 

 Tomar medidas para asegurar el pleno acceso a la justicia a los habitantes del 

interior. 

 Mejorar los sistemas de divulgación de información sobre las cuestiones que afectan 

a la población, así como para dar más transparencia y oportunidades de 

participación del público en los procesos cuyas repercusiones inciden en los 

habitantes de los sectores en desarrollo. 

 Que los funcionarios públicos, reciban la capacitación adecuada para respetar los 

derechos de los individuos indígenas y la apropiada supervisión para garantizar que 

los servicios públicos se presten de manera no discriminatoria. 

 Tomar las medidas necesarias para asegurar que no sólo sus agentes se abstengan de 

conductas violatorias, sino que las medidas razonables están tomadas para prevenir 

la discriminación dentro del sector privado, y para garantizar que cuando ésta 

ocurra, sea considerada como una violación a los derechos humanos, sujeta a las 

sanciones apropiadas. 

 Garantizar una distribución más equitativa de los recursos y del gasto social en áreas 

densamente pobladas por indígenas. 

 Garantizar el respeto por la expresión, religión y cultura indígenas; y que se realicen 

esfuerzos para capacitar maestros dentro de las comunidades indígenas en esta 

materia. 

 Adoptar medidas necesarias a través del INDA y otras agencias para limitar a los 

colonos a las áreas que no transgreden con la posibilidad de que los indígenas 

preserven su cultura tradicional. 

 Garantizar la participación significativa y efectiva de los representantes indígenas en 

los procesos de toma de decisiones acerca del desarrollo y otros temas que los 

afectan a ellos y a su supervivencia cultural.  

 Adoptar los procedimientos necesarios para resolver reclamaciones pendientes del 

título, el uso y el control de territorios tradicionalmente indígena, incluyendo lo 

necesario para concluir todo proyecto de demarcación pendiente. 

 Adoptar las medidas que sean necesarias a fin de garantizar la vida y la integridad 

física de los Tagaeri, y de los Taromenane y Oñamenane que puedan sobrevivir en 

la selva, el establecimiento de alguna forma de protección legal para las tierras que 

habitan, en tanto su propia extinción como pueblos está en juego (OEA, 1997). 

 

Adopción de medidas cautelares 

 

Medidas Cautelares de Pueblos Indígenas (OAS) 
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Pueblos 

Indígenas 

Tagaeri y 

Taromenani 

(Ecuador) 

El 10 de mayo de 2006, la CIDH otorgó medidas cautelares a favor de los 

pueblos indígenas Tagaeri y Taromenani que habitan en la selva 

amazónica ecuatoriana situada en la zona fronteriza con el Perú y se 

encuentran en situación de aislamiento voluntario u “ocultos”.  La 

información disponible indica que miembros del grupo Taromenani 

habrían sido asesinados el 26 de abril de 2006 en el sector del Cononaco 

(río Chiripuno) en el contexto de represalias ligadas a la tala ilegal de 

madera que en el Parque Yasuní y la invasión del territorio indígena.  En 

vista de los antecedentes del asunto la CIDH solicitó al Estado 

ecuatoriano la adopción de las medidas necesarias para proteger de la 

presencia de terceros en el territorio en el que habitan los beneficiarios. 

Señor 

Leonidas Iza 

(Ecuador) 

El 27 de febrero de 2004, la CIDH otorgó medidas cautelares a favor del 

señor Leonidas Iza, presidente de la Confederación de las Nacionalidades 

indígenas del Ecuador (CONAIE), y de su familia.  La información 

disponible indica el 1° de febrero de 2004, el señor Iza y miembros de su 

familia fueron víctimas de un atentado con arma de fuego en la sede del 

CONAIE, como consecuencia del cual recibieron heridas de gravedad.  

En vista de la situación de riesgo para los beneficiarios, la Comisión 

solicitó al Estado ecuatoriano la adopción de las medidas para proteger la 

vida y la integridad física del señor Leonidas Iza y sus familiares.  

Comunidad 

Indígena 

Sarayacu 

(Ecuador) 

El 5 de mayo de 2003, la Comisión otorgó medidas cautelares en favor 

de Franco Viteri, José Gualinga, Francisco Santi, Fabián Grefa, Marcelo 

Gualinga y demás miembros de la Comunidad Indígena Sarayacu.  La 

CIDH otorgó las medidas en base a la información disponible, que 

indicaba que al menos diez de sus miembros se encontraban 

desaparecidos desde el 26 de enero de 2003 y que las niñas de la 

comunidad habían sido objeto de actos de hostigamiento por parte de 

miembros del Ejército y civiles ajenos a la comunidad. En vista de la 

situación de riesgo para los beneficiarios, la CIDH solicitó al Estado 

ecuatoriano adoptar las medidas necesarias para proteger la vida y la 

integridad física de los miembros de la comunidad indígena Sarayacu y 

su especial relación con su territorio, así como investigar judicialmente 

los hechos del 26 de enero de 2003. El 6 de julio de 2004, la Corte 

Interamericana, a solicitud de la Comisión, dictó medidas provisionales. 

(Ver también: Informe No 62/04  de admisibilidad) 

Fuente: Organización de Estados Americanos 

Elaboración: DNIIPP 

 

 

Según información oficial de la Organización de Estados Americanos, desde 2006 se han 

registrado cinco informes de inadmisibilidad, 69 informes de admisibilidad, 3 informes de 

fondos publicados, 39 informes de archivo (casos archivados), seis informes de solución 

amistosa, 17 casos enviados a la Corte de la IDH y 6 medidas cautelares otorgadas (3 de 

ellas para pueblos indígenas) (OEA, 2018). 
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13. ¿Podría mencionar el estado y modalidad de cumplimiento de las 

recomendaciones emitidas por los órganos mencionados en 10) y 11)?  

 

En el Ecuador, las recomendaciones mencionadas en los numerales antes indicados no son 

tomadas en consideración por el Estado y por lo tanto, no existe política pública clara que 

permita garantizar con efectividad su observancia e implementación. 

 

Así, en el caso de la jurisdicción indígena, no existe una práctica adecuada para la 

coordinación y cooperación entre la jurisdicción indígena y ordinaria que permita el respeto 

de los derechos humanos, dando paso a procesos, exámenes y respuestas occidentalizadas 

que no encierran las recomendaciones realizadas. Tal como lo demuestra el siguiente caso: 

Caso Ilincho AYLLULLAKTA, perteneciente al cantón Saraguro, Provincia de Loja, y 

que fue conocido por la Defensoría del Pueblo. En dicho caso, existe una sanción a un 

indígena por femicidio con una pena impuesta de 26 años). Dicha sanción, ha sido 

dispuesta para que se la cumpla en la comunidad, sin coordinación ni acercamiento alguno 

con la justicia indígena comunitaria, provocando inclusive, la revictimización de la familia, 

entre otros hechos. 

 

Así también, sobre el derecho colectivo a la consulta previa, libre e informada, a pesar de 

que el Ecuador tiene como política pública el extractivismo petrolero y minero, no existe 

una norma de consulta previa que recoja las recomendaciones y convenios internacionales, 

ni las reglas dispuestas por la Corte Constitucional. Por tanto, no solo afecta al derecho a la 

consulta previa de las comunas, comunidades y pueblos indígenas, sino también a otros 

derechos como el derecho al territorio, provocando desplazamientos como en el caso 

Mirador (mencionado anteriormente) en el cual una comunidad indígena Shuar de Cascomi, 

parroquia rural Tundayme, del cantón el Pangui, provincia de Zamora Chinchipe, sin 

consulta alguna, fue despojada de su propiedad para dar paso a la actividad minera. 

 

Finalmente sobre los pueblos indígenas en aislamiento voluntario, Tagaeri y Taromenane, 

no existe la protección estatal que permita proteger sus territorios, pues se está intentando 

mermar aún más su territorio, lo que implica una total contradicción a lo que recomienda el 

Estado. 

 

14. En aquellos países en los que existe un sistema de alerta temprana (SAT), ¿podría 

indicar cómo impacta en el manejo de conflictos relacionados con la situación de 

pueblos originarios? ¿Podría proveer información sobre el rol de las fuerzas de 

seguridad (públicas y privadas) en el mismo y la/s instancia/s en las que intervienen?  

 

A la presente fecha el país no cuenta con un SAT, sin embargo, desde octubre del 2018, con 

el financiamiento de la Unión Europea, Naciones Unidas y GIZ, se está diseñando el 

Sistema de Alertas Tempranas que tendrá como ámbito geográfico principal, la zona de 

frontera norte (Provincias de Carchi, Sucumbíos, Esmeraldas e Imbabura). Uno de los 

temas que se ha incorporado en su diseño conceptual, es la situación de los pueblos 

indígenas biofronterizos. Se busca que el SAT abarque temas que implican la prevención y 

protección de los derechos relacionado con las diferentes dinámicas que afectan los 

derechos humanos en la frontera norte, tales como la movilidad humana, el efecto de las 



                                     Cuestionario Buenas prácticas en materia de derechos  

de poblaciones indígenas originarias en América Latina 

 

violencias, extractivismo, entre otros. El SAT funcionará dentro de la estructura de la 

Defensoría del Pueblo del Ecuador y se ha planificado su inicio para el primer semestre del 

2019.  

 

Para el Punto Focal de la RED  

 

15. ¿Qué acciones y mecanismos podría adoptar la Red en torno a la prevención del 

genocidio y otras atrocidades relacionadas a pueblos indígena originarios?  

 

Las acciones y mecanismos adoptados por la red para la prevención, tienen que ver con la 

continuidad y ampliación de las capacitaciones, tanto presenciales como virtuales, 

abordando aspectos relevantes sobre el tema, tales como: consulta previa, libre e informada, 

historia de los derechos indígenas, libre determinación de los pueblos, racismo estructural, 

plurinacionalidad, movilidad humana de pueblos indígenas, trata de personas, violencia 

cultural, etc. Sobre todo, porque todavía existen prácticas de violencia de alto riesgo que 

vulneran los derechos de los pueblos indígenas. 

 

El apoyo de la red en materia de educación, también puede generar acciones y crear 

herramientas educativas y de formación profesional en derechos humanos. En el caso del 

Ecuador, dichas herramientas pueden apoyar en la sensibilización de actores involucrados 

en el tema, para por ejemplo, disminuir las contradicciones que han impedido que los 

pueblos y nacionalidades indígenas del Ecuador puedan ejercer efectivamente sus derechos, 

contradicciones permeadas por la mirada occidentalizada que atraviesa las relaciones de 

poder. Dichas contradicciones, también deben ser abordadas en la reflexión de la creencia 

errónea de que los PIO solo se encuentran en territorios relacionados directamente con la 

naturaleza, cuando se sabe por ejemplo que el Ecuador, tiene una fuerte ola de migración a 

las ciudades y hacia territorios extranjeros, lo que con lleva una serie de afectaciones a sus 

derechos.  

 

En su afán por fortalecer los lazos y el trabajo en la región, la red juega un papel importante 

al generar espacios de intercambio de diálogos y de buenas prácticas que puedan ser 

replicadas para prevenir el genocidio y atrocidades masivas. Estos espacios, permiten la 

profundización de los temas, la creación de respuestas regionales para enfrentar los nuevos 

problemas que se presentan en América Latina y contar con asistencias técnicas en la 

material.  

 

En este sentido, es importante que este espacio regional que trabaja de forma coordinada, 

incluya entre sus alianzas, el trabajo con los pueblos binacionales, pues su situación 

geográfica vulnera y afecta sus derechos. De igual forma, la participación de todos los 

países de la región, permite un trabajo conjunto en el tema la movilidad humana de pueblos 

indígenas y los problemas que presentan, como es el caso de la trata de personas. 

  

La unión de los puntos focales, permite la creación y generación de propuestas de trabajo 

en pro de una mejora de los derechos de los pueblos indígenas y originarios, resaltando en 

dicho trabajo, el reconocimiento a los diversos pueblos, etnias y culturas y con ellos, la 

relación y convivencia entre los mismos, sus cosmovisiones, tradiciones, valores, 
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costumbres, etc. Así mismo, la presencia en la red de agencias aliadas, permite generar 

redes de trabajo y apoyo para promover acciones que fortalezcan a los Estados.  

 

Por otra parte, el apoyo de la RED en el proceso de creación de un posible mecanismo de 

prevención del genocidio y atrocidades masivas en el Ecuador, permitirá contar con el 

soporte de Instituciones, espacios y personas que sepan sobre el tema, delimitando acciones 

y herramientas necesarias para la creación e implementación. Este apoyo a su vez, 

permitiría reforzar el compromiso del Estado Ecuatoriano. 

 

16. ¿Qué visiones podría aportar usted, como punto focal de la Red, a las agencias 

competentes de su país en materia de prevención del genocidio y otras atrocidades 

relacionadas a pueblos indígenas y originarios?  

 

Como mandato constitucional, la Defensoría del Pueblo, tiene la protección y tutela de los 

derechos de los habitantes del Ecuador, a través de varias competencias, entre las que 

destacan facultades de incidencia en normativa y políticas públicas, procesos educativos y 

el patrocinio de garantías jurisdiccionales para la protección de derechos. De esta forma,  

los aportes que se puede realizar como punto focal, a las agencias competentes, son varios, 

entre estos, está lo relacionado con la promoción de un trabajo interinstitucional para 

generar una propuesta de Ley de consulta previa, libre e informada, con involucramiento 

principal de los actores directamente involucrados, de forma que no se repitan prácticas 

verticales de poder.  

 

También, se puede apoyar en el diseño e implementación de programas de sensibilización, 

formación y educación en derechos humanos y de la naturaleza. Como INDH, se puede 

convocar a actores que inciden en los procesos de construcción de normativa y en conjunto, 

con representantes de PIO, crear estrategias, tanto públicas como privadas, en temas de 

prevención del genocidio y otras atrocidades. Dicho trabajo, debe incluir también la 

modificación la visión occidental que generalmente permea las prácticas y acciones, para 

que así, se pueda garantizar el respeto por las expresiones, religiones, prácticas culturas, 

tradiciones, valores, etc. 

 

Otro aporte del punto focal, quien previamente ha sido capacitado en la materia, puede ser 

el de contribuir, en un trabajo conjunto, al análisis de los factores de riesgo y sus 

indicadores, y así, se pueden crear mecanismos de prevención, que eviten se cometan actos 

de genocidio y atrocidades masivas. Este análisis, debe incluir el de los factores de riesgo 

como la gobernabilidad, los conflictos históricos, las condiciones económicas y la 

fragmentación, ya que así, se puede identificar posibles escenarios a desarrollarse en el 

Ecuador que, en alguna medida, abren caminos para el genocidio y crímenes atroces. Este 

análisis e identificación, debe contar con una mirada integral y con pertenencia cultural.  

 

La coordinación del trabajo con varias agencias, puede aportar también a la construcción de 

un mapeo y levantamiento de información sobre la situación actual y real del Ecuador. A 

dicho mapeo, se le debería sumar el levantamiento de cada una de las 8 etapas del 

genocidio en el marco de análisis realizado por la oficina del Asesor Especial para la 

Prevención del Genocidio, ya que puede respaldar la evaluación de los riesgos como formas 
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de alertas tempranas. Este levantamiento de información, también permitirá tener un 

análisis de fortalezas y debilidades. 

 

Por otra parte, se pueden generar propuestas de trabajo con los operadores de justicia para 

que apliquen instrumentos internacionales de protección a los pueblos indígenas y 

originarios, con pertenencia cultural, lo que permitirá trabajar en la prevención primaria. 

 

La información obtenida en las reuniones e informes generados en base al trabajo de la red, 

puede aportar a las diferentes acciones que se creen y propongan en el país, así como a las 

propuestas existentes, para que las mismas sean fortalecidas, tanto en lo relacionado con el 

intercambio de buenas prácticas, como con el apoyo de la red en los proyectos que como 

país, se estén generando o se vayan a generar.  

 

Todas estas prácticas, deben contar con el respaldo y apoyo de los Consejos Nacionales y 

Provinciales de Defensoras y Defensores de Derechos Humanos y de la Naturaleza, como 

mecanismo de participación activa y efectiva promovido por la Defensoría del Pueblo.  

  

17. ¿Cuenta o puede procurar material relacionado a buenas prácticas con PIO de su 

país que puedan contribuir a la elaboración de una guía o bien a la compilación de 

material? 

 

La Defensoría del Pueblo del Ecuador, cuenta con una biblioteca Digital especializada en 

temas derechos humanos y de la naturaleza donde se pueden encontrar varios textos y 

videos relacionados al tema, tales como: 

 

Módulos de derechos colectivos para Defensoría del Pueblo, Fuerzas Armadas y Policía 

Nacional, utilizados por el Ministerio de Justicia, Derechos Humanos y Cultos para dar 

cumplimiento a la sentencia emitida por la Corte IDH en el caso Sarayaku vs. Ecuador, en 

el que se trabajaron videos como Viviendo la justicia, casos de discriminación y tutela 

judicial efectiva con el documental Sospechosos, y el documental sobre el caso Sarayaku. 

 

En base al material bibliográfico sobre "Estándares regionales comunes de actuación 

defensorial en procesos de consulta previa de Bolivia, Colombia, Ecuador y Perú", creado 

en conjunto con las Defensorías del Pueblo de Colombia, Bolivia, Perú y Ecuador y la FIO,   

desde la Defensoría del Pueblo, se generaron dos procesos educativos para introducir a los 

servidores que trabajan en la tutela de derechos colectivos en territorio. En este proceso, se 

trabajó, tanto de forma presencial como virtual, temas como alcance y contenido de los 

derechos colectivos, la identificación de conceptos y elementos de la Consulta Previa y 

aplicación de estándares mínimos para la protección del derecho a consulta previa. 

 

Se reforzó el curso, con el trabajo en aspectos básicos sobre los derechos colectivos y en la 

identificación sus posibles amenazas mediante la reflexión de casos prácticos para que las 

Coordinaciones/Delegaciones protejan y promuevan de manera efectiva estos derechos. En 

este espacio educativo, se dio a conocer el contexto histórico del reconocimiento de los 

derechos colectivos en el ámbito internacional y se trabajó con la identificación del 

concepto y características de los derechos colectivos. De igual forma, se identificó el marco 
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de protección nacional que rige en relación a los derechos colectivos y las obligaciones que 

tiene el Estado frente el ejercicio de los derechos colectivos. 

 

Otros procesos educativos referentes a pueblos y nacionalidades indígenas generados desde 

la Defensoría del Pueblo, han sido el Rol de la Defensoría y Derechos de los Pueblos y 

Nacionalidades, en los que se abordó temas como: Competencia de la Defensoría del 

Pueblo, Garantías Constitucionales y Derechos de las comunidades Pueblos y 

Nacionalidades.  

 

Por otra parte, se ha trabajado sobre Derechos humanos y derechos colectivos de los 

pueblos y nacionalidades indígenas, en lo relacionado con aspectos básicos de los derechos 

humanos, derechos colectivos de los pueblos indígenas y Obligaciones del Estado y 

mecanismos de protección de derechos humanos. 

 

De igual forma, se ha capacitado en el derecho colectivo de los pueblos y las 

nacionalidades a la consulta previa, libre e informada, con especial énfasis en derechos 

colectivos, derecho a la consulta previa y obligaciones del Estado y enfoque de 

interculturalidad. 

 

La Defensoría del Pueblo, en el marco de sus competencias, remitió el informe sobre 

Consentimiento libre, previo e informado en el Ecuador: Aportes al Mecanismo de 

Expertos sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas en respuesta a la solicitud enviada 

por la Oficina del Alto Comisionado para los Derechos Humanos. Los aportes realizados a 

se enfocan en torno a dos leyes que se han debatido en el Ecuador y que tienen efecto 

directo sobre los derechos de los pueblos y nacionalidades del país. 

Como se mencionó en preguntas anteriores, el 5 de octubre del presente año, la Defensoría 

remitió el Informe sobre la situación de los derechos colectivos de pueblos indígenas, el 

rol de la Defensoría del Pueblo y las acciones para su promoción y tutela, en respuesta 

al pedido de la Relatora especial sobre los derechos de los pueblos indígenas.  

La Defensoría del Pueblo, cuenta también con un Informe sobre el Yasuní, en el que se 

realiza una aproximación a la ubicación, geografía y biodiversidad del Parque Nacional 

Yasuní, los pueblos que lo habitan, el marco normativo alrededor del tema, la entonces 

iniciativa Yasuní-ITT y sus beneficios. Material que se encuentra en la biblioteca digital.  

 

La biblioteca, cuenta también con material audiovisual sobre el caso Arce, en el cual se 

aborda el delito de odio generado por las Fuerzas Armas a un joven afroecuatoriano. Dicho 

video se lo puede encontrar en el link: http://repositorio.dpe.gob.ec/handle/39000/1977.  

 

Existe también un informe temático sobre el pueblo afrodescendiente en el Ecuador, mismo 

que se lo puede encontrar en el siguiente 

link: http://repositorio.dpe.gob.ec/handle/39000/64 

 

18. Pueblos y nacionalidades indígenas en situación de movilidad humana. 

http://repositorio.dpe.gob.ec/handle/39000/1977
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Si bien este aspecto no ha sido contemplado dentro de las preguntas propuestas, la 

Defensoría del Pueblo de Ecuador, considerando el contexto migratorio ecuatoriano y el 

marco constitucional que de manera expresa obliga a la protección de las personas 

ecuatorianas migrantes, considera que este debe ser un tema necesario a ser abordado. 

El Ecuador es un país con un alto índice de población emigrante, siendo Estados Unidos el 

principal país receptor de esta población. Un gran porcentaje de este flujo migratorio estaría 

conformado por población perteneciente a pueblos indígenas kichwas de la Sierra 

ecuatoriana quienes provendrían principalmente de las provincias de Cañar, Loja, Azuay, 

Chimborazo e Imbabura.  

A partir de la información proporcionada por líderes indígenas de algunas comunidades que 

tomaron contacto con la Delegación de la Defensoría del Pueblo del Ecuador en Nueva 

York, se puede afirmar que la población indígena migrante estaría asentada 

mayoritariamente en los Estados de Nueva York, Nueva Jersey, Connecticut, Pensilvania, 

Michigan, Massachusetts, Illinois, California, Utah y Arizona.  

De igual manera, se ha podido observar que la mayoría de personas indígenas que fueron 

atendidas la Defensoría del Pueblo del Ecuador en Nueva York no contaban con 

permanencia regular en ese país o se encontraban indocumentadas, debido a su ingreso 

irregular al territorio estadounidense, lo cual, implicaría que habrían sido víctimas de redes 

de tráfico ilícito de migrantes. 

Esta población estaría conformada por hombres y mujeres jóvenes, entre los 19 y 30 años 

de edad. Aunque también se ha detectado la presencia de niños, niñas y adolescentes que 

habrían migrado junto a sus padres o que han nacido en ese país. Los hombres se dedican 

principalmente al trabajo en la construcción o a la jardinería, mientras que las mujeres se 

dedicarían a labores de limpieza de casa, manicure en salones de belleza o trabajadoras de 

fábricas textiles u otros productos.  

1. Derecho a la identidad cultural e idioma  de pueblos indígenas migrantes 

La lengua de los pueblos indígenas mencionados es el kichwa y el español. No obstante, se 

ha identificado casos de personas que hablan únicamente kichwa o con muy bajo nivel de 

español, lo cual, en el contexto del país receptor restringe sus posibilidades de integración y 

de ejercer sus derechos. También se ha identificado casos de indígenas adultos analfabetos.  

El inglés es el idioma hegemónico en el entorno social en el que se desenvuelve esta 

población, lo cual, representa un riesgo para la conservación de la identidad y en especial 

del kichwa como idioma propio. Esto ha significado un tema especial de preocupación de 

estas comunidades respecto de la construcción de la identidad de los niños, niñas, 

adolescentes y jóvenes que forman parte de sus comunidades pues son escasos los espacios 

familiares o comunitarios de aprendizaje e interacción en su idioma. 
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El 22 de febrero de 2018, las comunidades indígenas solicitaron formalmente al Estado 

ecuatoriano, mediante carta dirigida a la Vicepresidenta de la República el apoyo para que a 

través de los consulados y misiones diplomáticas en Estados Unidos se gestionen espacios 

que promuevan el fortalecimiento de la identidad cultural y específicamente la 

conservación del idioma kichwa. 

Esta petición tiene sustento en el Artículo 10 de la Ley Orgánica de Movilidad Humana que 

reconoce el derecho a la identidad cultural ecuatoriana y señala “Acogiendo la condición de 

Estado plurinacional e intercultural, las personas ecuatorianas en el exterior tienen derecho 

a mantener y transmitir su identidad cultural. El Estado ecuatoriano promoverá acciones 

encaminadas a fomentar el ejercicio de este derecho y el fortalecimiento de la ciudadanía 

ecuatoriana en el exterior.”    

Por ello, es importante que los consulados y misiones diplomáticas ecuatorianas fomenten y 

fortalezcan las identidades culturales ecuatorianas, elaborando participativamente con las 

comunidades indígenas presentes en cada zona, programas que promuevan el uso de la 

lengua, la cultura y los saberes ancestrales especialmente de las nuevas generaciones.   

2. Derecho a la asistencia consular 

Conforme al Art. 24 de la Ley Orgánica de Movilidad Humana atribuye a las oficinas 

consulares del Ecuador en el exterior brindar asistencia a los connacionales en varios 

aspectos entre los que para efecto de este acápite se destacan los siguientes numerales:  

1. Prestar de manera eficiente y oportuna los servicios consulares asegurando el 

acceso a las personas ecuatorianas en el exterior, en particular en zonas donde exista 

mayor concentración de población o se conozca de situaciones de riesgo;  

2. Precautelar que las personas ecuatorianas en el exterior sean tratadas con respeto, 

dignidad y que cuenten con información para ejercer sus derechos, 

independientemente de su condición migratoria;  

7. Velar por el derecho a la legítima defensa de las personas ecuatorianas y su 

debida representación ante las instancias legales, dar seguimiento y mantener 

informadas a las autoridades;  

10. Presentar quejas, denuncias o activar los mecanismos jurídicos previstos en la 

legislación de los países en tránsito o destino para proteger o prevenir vulneración 

de derechos humanos de las personas ecuatorianas en movilidad humana;  

14. Elaborar informes sobre la situación socioeconómica y el estado de vulneración 

de las personas ecuatorianas en el exterior. Estos informes contendrán 

recomendaciones a las instituciones ecuatorianas encaminadas a mejorar la 
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prestación de servicios y diseño de políticas para la comunidad ecuatoriana en el 

exterior y a la que retorna;  

15. Realizar acciones frente a la discriminación, xenofobia y cualquier forma de 

violencia contra la comunidad ecuatoriana en el exterior; y  

16. Brindar acompañamiento en los casos que requieran las personas que están bajo 

la custodia y la responsabilidad de hospitales o casas de salud, instituciones 

especiales para niños, niñas, adolescentes y adultos mayores en movilidad humana; 

centros de acogida o retención para migrantes; y cualquier otra institución similar 

destinada a la restricción de la movilidad de la persona.”  

Pese a que se ha identificado población indígena en las ciudades de Nueva York-Queens, 

Nueva Jersey, Chicago, New Heaven, Los Ángeles, entre otras, donde existen 

representaciones consulares ecuatorianas, se va visto que no existen en todas las oficinas 

consulares funcionarios que comprendan la cosmovisión indígena ni se comuniquen en 

kichwa, lo cual, limita el acceso a los servicios que deben prestar los consulados. Así por 

ejemplo, cuando se requiere otorgar un poder, en ocasiones la persona debe ser guiada en 

cuanto al contenido que busca este documento, al no comprender el idioma kichwa, el 

funcionario se ve limitado para traducir la voluntad clara del otorgante del poder. Por ello, 

es importante que en lugares donde existe presencia de población indígena los consulados 

cuenten con funcionarios que hablen kichwa y comprendan la cosmovisión indígena. 

Por otra parte, es importante que el Estado ecuatoriano en el exterior, apoye a las 

comunidades indígenas en la constitución de equipos de interpretación de kichwa – inglés - 

kichwa especialmente para situaciones de defensa ante las cortes de migración, cortes 

criminales, cortes de familia, trámites ante centros educativos y acceso a servicios en 

centros de salud. Esta medida velaría por los derechos de legítima defensa y debido proceso 

en los trámites correspondientes. 

Adicionalmente, es importante que los consulados, a través de las atenciones que realizan, 

levanten información estadística categorizada por ejemplo por género, edad, nivel 

educativo, lugar de procedencia, época de arribo, etc. de la población indígena atendida,  

que permitan mejorar la atención y servicios a este segmento poblacional en el exterior. 

3. Prevención y protección frente a la trata de personas y al tráfico ilícito de migrantes.  

En relación a la problemática de trata de personas, se observa que especialmente niños, 

niñas y adolescentes de comunidades indígenas en las Provincias de Chimborazo e 

Imbabura siguen siendo las más susceptibles para la trata con fines de explotación laboral. 

Los lugares de destino a donde las víctimas han sido llevadas para su explotación, se ha 

podido detectar países como Colombia, Chile y México, en muchas ocasiones por sus 

mismos connacionales.  En este caso, las oficinas consulares tienen un papel importante a la 
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hora de ofrecer protección a las víctimas, toda vez que deben informar sus derechos, para lo 

cual es importante que la comunicación con la víctima en su idioma natal el kichwa. Así 

mismo, es importante que durante el proceso retorno, en la recepción y la judicialización 

del delito, la víctima en todo momento cuente con un intérprete en su lengua, a fin de que 

se garantice la protección a la persona y su familia, así como una efectiva investigación del 

delito.  

En el artículo 24 de Ley Orgánica de Movilidad Humana relativo a trata de personas y 

tráfico ilícito de migrantes se encuentran los ¡siguientes numerales que expresan:  

8. Velar que se respete el derecho a la dignidad, integridad y el debido proceso de las 

personas ecuatorianas sometidas a procesos de deportación, expulsión u otras 

circunstancias de retorno forzado, reportar lo actuado a las autoridades competentes y 

gestionar que se brinde el acompañamiento adecuado a la persona a su llegada al Ecuador;  

9. Coordinar la atención y protección a las víctimas de trata de personas o tráfico ilícito de 

migrantes con las instituciones competentes tanto nacionales como extranjeras donde se 

encuentren las víctimas.  

En relación al tráfico ilícito de migrantes, no existe un instrumento específico de política 

pública que prevenga, proteja, investigue y sancione estas prácticas. En los medios de 

comunicación, siguen siendo frecuentes las denuncias de personas que desaparecen en el 

tránsito migratorio desde Ecuador hacia los Estados Unidos de Norteamérica, lo que revela 

una clara vinculación con las redes de tráfico de migrantes. Se ha podido identificar que 

algunos casos salen de las comunidades indígenas ubicadas en las Provincias de 

Chimborazo, Cañar y Azuay. Así mismo, en las atenciones ofrecidas por la Delegación en 

Nueva York, en varias ocasiones se asistió a familiares en EE.UU. que requerían ubicar a 

sus parientes que no se reportaban por días durante el tránsito en la ruta México hacia 

Nueva York, para lo cual, se les apoyaba con la búsqueda en centros de privación de 

libertad y con organizaciones de apoyo a migrantes.  

 

 

 

 


